Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 15 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene el gusto de recibir a los señores Ministros de Economía y 
Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social para escuchar las explicaciones relativas a la norma implementada por el Poder Ejecutivo 
en lo que tiene que ver con el Impuesto a las Retribuciones Personales. 


SEÑOR GALLINAL..- En primer lugar, quisiera agradecer a los señores Ministros de Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad 
Social por su comparecencia, así como a los señores Subsecretarios y asesores que los acompañan. 


Como ha expresado el señor Presidente, el motivo de la convocatoria son los sucesivos decretos que el Poder Ejecutivo ha dictado 
-el N* 215/003, de 30 de mayo de este año, y un segundo decreto que modificaba el anterior, de fecha 15 de octubre- referidos a la 
aplicación de las leyes que se han venido aprobando en el transcurso de los últimos años, en particular la N* 17.502, de mayo de 
2002. Ambos dicen relación con el Impuesto a las Retribuciones Personales, más concretamente, con los criterios que se deben 
utilizar para su aplicación e implementación, y a nuestro juicio, estos decretos dictados un año después de entrar en vigencia la 
última ley que establece el adicional de mayo el año pasado, implican modificaciones. 


A nosotros -evidentemente también a la ciudadanía- y en particular a muchas instituciones públicas y ahora privadas, les ha 
generado un conjunto de dificultades la aplicación de los sucesivos decretos. A nivel público, concretamente dentro del ámbito del 
Banco de Previsión Social, se han emitido un conjunto de dictámenes que, de alguna manera, manifiestan observaciones 
importantes de forma y de fondo a los decretos. 


Nosotros planteamos el tema a nivel del Directorio del Partido Nacional con el propósito de promover una instancia de estas 
características en Comisión, a efectos de explicar nuestros fundamentos e interpretación sobre el alcance de los decretos y, a su 
vez, escuchar las opiniones, fundamentos y explicaciones que tuvieran para dar los Secretarios de Estado. 


Entendimos que plantear el tema a nivel del Directorio del Partido era el camino más conducente, e incluso cuando se habló de una 
interpelación manifestamos que, a nuestro juicio, no era la forma de llegar al resultado que, obviamente, se debe arribar lo más 
rápidamente posible, ya que es evidente que tanto a nivel público como privado hay expectativas, necesidad de información y de 
informes jurídicos a efectos de ver de qué forma se van a aplicar estos decretos. 


En esta instancia en Comisión -así como en alguna otra previa que tuvimos con los señores Ministros- pretendemos dar nuestra 
visión y nuestra óptica acerca de los decretos, las leyes y los fundamentos jurídicos, de manera de ir allanando un camino que nos 
permita llegar a un resultado que brinde paz, que tanto estamos necesitando en esta materia. 


Es evidente que a nivel del Directorio del Banco de Previsión Social hay una resolución pendiente y, en ese sentido, quisiera dejar 
de manifiesto nuestro respaldo a la actitud con la que han actuado los dos representantes de nuestra colectividad política en el 
Directorio de este organismo. Es difícil imaginar una alternativa radicalizada en la decisión de la no aplicación de un decreto, lo que 
en alguna medida podía poner en tela de juicio la institucionalidad, en tanto los decretos dictados por el Poder Ejecutivo 
reglamentan leyes concretas. Parece difícil que un organismo, por autónomo que sea, pueda señalar que no va a aplicar la 
disposición, aunque exista biblioteca o jurisprudencia que pueda llegar a respaldar una actitud de esas características. El otro 
extremo sería el de aplicar el decreto lisa y llanamente, a pesar de que a juicio de los propios Directores contiene algunas 
definiciones que no se ajustan a Derecho. Por ende, haber evitado un pronunciamiento directo, hacer los consultas 
correspondientes y ganar tiempo para que estas instancias legislativas puedan arrojar luz a la definición de estos problemas, nos 
parece una actitud que merece ser reconocida pero que, evidentemente, no se puede prolongar más. 


Quería señalar también que cuando se dicta el primer decreto, nosotros promovimos, con la firma de todos los Senadores del 
Partido Nacional, una convocatoria a Comisión de los señores Ministros de Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social, 
con el mismo propósito de hoy. Esa misma tarde recibimos la llamada del señor Presidente en ejercicio, Luis Hierro López, quien 
nos trasmitió que el decreto había sido suspendido y, en consecuencia, se ¡ban a abrir instancias a través de las cuales se podría 
perfeccionar el texto, eliminando errores o dudas que pudieran generarse a partir de la disposición. 


Por nuestra parte, entendimos que la suspensión del decreto constituía una actitud correcta y positiva, en tanto habilitara 
negociaciones a nivel del Parlamento que nos permitieran lograr un último y definitivo decreto que no generara posiciones 
encontradas. En definitiva, esas instancias no se produjeron y nosotros simplemente recibimos en sobre cerrado, unos días antes 
de la aprobación del último decreto del 15 de octubre, un texto sobre el que no se nos hicieron consultas formales acerca de 
nuestra opinión. 


Por otra parte, señor Presidente, quiero destacar algo que, a mi entender, está por encima de todos estos temas. Me refiero al 
hecho de que el Partido Nacional, en primer término a instancias del señor Senador Larrañaga y luego de todo el Partido que fue 
adhiriendo a la misma idea, viene promoviendo desde hace unos meses la necesidad de recorrer un camino de rebaja del Impuesto 
a las Retribuciones Personales. Esto se sustenta en distintos fundamentos, básicamente referidos a la necesidad de utilizar este 
instrumento para ayudar a la reactivación económica nacional, a efectos de facilitar a la gente una mayor cantidad de efectivo que 
le permita solventar sus obligaciones, y de esa manera también promover el consumo. Esto se ha logrado y, en ese sentido, 
debemos decir que se acaba de aprobar una ley que dispone una rebaja del impuesto a los sueldos y a las jubilaciones a partir del 
1% de enero del año que viene, en lo que refiere a los activos en una parte del adicional que se aprobó en mayo del año pasado. 
Cabe aclarar que estamos hablando de los pasivos, pero no solamente en lo que respecta al adicional, sino básicamente al original. 


Asimismo, había surgido el compromiso -en conversaciones que mantuvimos con el Poder Ejecutivo en representación del Partido 
Nacional- de que esta iniciativa constituía una primera etapa de un conjunto de instancias subsiguientes que apuntarían en el 


mismo sentido y tendrían el mismo propósito de ver cómo se podía, en algunos casos consiguiendo recursos alternativos, lograr 
una rebaja del impuesto a los sueldos y a las jubilaciones. Casi me animo a decir que esa fue, seguramente, una de las primeras 
medidas que acordamos y pusimos en práctica con el nuevo Ministro de Economía y Finanzas. En realidad, se trató de una de las 
primeras decisiones adoptadas cuando el Ministro Isaac Alfie ingresó a la Cartera y se llevaron a cabo negociaciones con la 
participación, también, del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y del resto del Poder Ejecutivo. Cabe destacar que dichas 
negociaciones del Partido Nacional luego dieron lugar a la ley que hemos mencionado. 


Precisamente, lo que hicimos fue iniciar este camino que, a mi juicio es bueno y debemos defender. Quizás en eso radique la 
confusión que se está generando hoy a nivel de la opinión pública y de la ciudadanía, ya que mientras por un lado se aprueba una 
ley para rebajar el impuesto a los sueldos, con vigencia a partir del 1? de enero del año próximo, por otro aparecen decretos que, de 
alguna manera, dan a todos la impresión de que se busca afilar un poquito más la punta del lápiz para ver si de la aplicación de las 
leyes anteriores se puede obtener una mayor cantidad de recursos de los que se han obtenido hasta el día de hoy. 


Entonces, a fin de ingresar directamente al tema en cuestión y a la consideración de la Ley N* 17. 502 de 25 de mayo de 2002 -que 
además tiene carácter retroactivo porque fija su vigencia a partir del 1% de mayo de 2002- debemos decir que es a partir de aquel 
momento que se establece el adicional al impuesto a los sueldos y surge el tema central que, a mi juicio, da comienzo a toda esta 
problemática en la que hemos ingresado. Me refiero, concretamente, a las tasas progresivas del citado impuesto. 


Toda esta discusión, esta controversia, la gran problemática que se ha desatado en función de la aplicación de todos estos 
decretos vinculados al impuesto a los sueldos y a las jubilaciones, surge de las tasas progresivas que se establecieron en la Ley 
N?* 17.502, de 25 de mayo de 2002. Esta ley, además, como dije, es retroactiva al 1? de mayo pues fue aprobada sobre fin de mes, 
por lo que los contribuyentes, tanto públicos como privados, ya habían liquidado. Se los obligó, entonces, a realizar una 
reliquidación, para adaptarse a las condiciones de la nueva ley. 


Por otro lado, justamente a mediados de mayo de 2002, se había pagado un Fondo de Participación de carácter cuatrimestral a los 
funcionarios, que termina siendo gravado a través de la nueva ley. Esto abre el terreno para que los propios funcionarios del Banco 
de Previsión Social promovieran un recurso contra las decisiones del organismo en función de las cuales se les aplicaba la nueva 
ley, con las tasas progresivas, no solamente a sus salarios sino también a las retribuciones extraordinarias o especiales, como el 
Fondo de Participación. Básicamente, lo que señalaban los funcionarios del Banco de Previsión Social en su recurso es que el 
referido Fondo no era exigible a los efectos de la ley y, en segundo lugar, que no se acumulaba a los salarios, que fue lo que se 
hizo al momento de gravarlo: se sumó el salario más el cuatrimestre correspondiente, y en función de eso se obtuvo una tasa 
obviamente alta. 


El Directorio del Banco de Previsión Social se expide sobre esta temática y dice que ese Fondo de Participación, al igual que los 
salarios y que todas las retribuciones que reciben tanto los funcionarios públicos como los empleados privados, tiene exigibilidad a 
los efectos del impuesto y del adicional; pero la propia resolución del Banco de Previsión Social señala que no se acumulan, es 
decir, que no corresponde sumar las retribuciones extraordinarias al salario mensual para la aplicación de la tasa progresiva. 


A partir de ese momento -estamos hablando siempre del año 2002- comenzaron a realizarse en el ámbito del Banco de Previsión 
Social todo un conjunto de consultas, básicamente de organismos públicos, sobre cómo se debía aplicar la Ley N* 17.502: por 
ejemplo, hubo consultas de UTE, de la Cooperativa Magisterial, del Ministerio de Educación y Cultura, de los funcionarios del 
Banco de Previsión Social por quebrantos de caja y de la Comisión Administrativa del Poder Legislativo. 


Como consecuencia de esta última consulta surge una resolución del Directorio del Banco de Previsión Social, que es base en toda 
esta materia: la Resolución N* 39/36, de 20 de noviembre de 2002. Esta resolución se dicta con carácter general, es decir que vale 
para la Comisión Administrativa del Poder Legislativo pero también para los demás organismos que habían hecho la consulta. 


En concreto, el Directorio del Banco de Previsión Social -obviamente que basándose en el informe que le proporciona la Asesoría 
Jurídica del organismo- resuelve: 


"19) Declarar, con carácter general, que en la liquidación del Impuesto a las Retribuciones Personales deben aplicarse las tasas 
vigentes en el momento en que la retribución se hace exigible para el trabajador. 


29) Declarar, con carácter general, que no son acumulables el salario mensual constituido por todos los rubros que se pagan 
conjuntamente con el sueldo o jornal básico con otras retribuciones que se paguen en el mismo mes pero que procedan de hechos 
generadores diferentes, excepto que se trate de las retribuciones contempladas expresamente por el artículo 7% de la Ley 
N* 17.502, de 29 de mayo de 2002". 


Es decir que el Banco de Previsión Social resuelve, con carácter general, que no son acumulables al salario mensual y a los rubros 
que se pagan conjuntamente con él, las otras retribuciones que se puedan pagar en el mismo mes, pero que tienen un hecho 
generador -que es otro concepto importante en todas estas definiciones, fundamental para saber de qué manera se aplican las 
tasas correspondientes- diferente. Además, la resolución del Directorio dice que no son acumulables excepto que se trate de las 
retribuciones contempladas expresamente por el artículo 7% de la misma ley que crea el adicional del impuesto a los sueldos. 
Precisamente, el artículo 7? de la ley establece: "En el caso de las personas físicas o jurídicas que realicen servicios personales y 
que perciban ingresos derivados de contratos de arrendamiento de obra o de servicios, realizados con el sector público en el 
sentido amplio de acuerdo a la redacción dada por los literales a) y b) del artículo 5%, el organismo contratante será agente de 
retención del tributo a que refiere el citado artículo. 


El Poder Ejecutivo determinará la forma y condiciones en que dicha retención deberá hacerse efectiva. 
Cuando un sujeto perciba de un mismo organismo público las retribuciones a que refiere el inciso anterior, conjuntamente con 
retribuciones originadas en relación de dependencia, ambos conceptos se sumarán a efectos de la aplicación de la escala 


correspondiente". 


Es decir que la propia ley de creación del adicional y de las tasas progresivas establece en el artículo 7”, por vía de excepción, la 
posibilidad de la acumulación para estos casos a que hacemos referencia. Obviamente, no lo establece para otros casos. 


Después de esa resolución de carácter general del Directorio del Banco de Previsión Social, empezaron a llegar algunas otras 
consultas, de las cuales destaco una en particular. El Directorio de ANTEL señala que a su juicio era acumulable, que sus 
definiciones no están de la mano con la Resolución N* 39/36 y que, entonces, debería devolver a los funcionarios lo retenido. Al 
final lo termina haciendo, porque se hacen las reliquidaciones correspondientes, de acuerdo con lo que dispone la Resolución 
39/36 a que hemos hecho referencia. 


Como señalábamos al comenzar, el gran tema que ha complicado toda la situación es el establecimiento de las tasas progresivas. 
Antes no era un tema que se discutiera, porque no tenía sentido hacerlo ya que todos entraban prácticamente en la misma 
categoría. Las tasas eran de 1%, 2% y 6%, y entonces, sumadas o no, en la mayoría de los casos caían en la franja más alta. Ya 
sea que se contaran por separado o que se las acumulara, siempre terminaban en una misma alícuota y, por tanto, no tenía ningún 
sentido y era irrelevante promover una discusión de estas características. Las tasas progresivas son las que disparan este 
problema. 


Creo que debemos saber distinguir los hechos generadores de los impuestos, de manera tal de ver en qué forma y con qué 
alícuota se van a gravar o cuál es el monto imponible. El hecho generador del Impuesto a las Retribuciones Personales, 
obviamente, son las retribuciones y esa es una diferencia muy marcada con lo que refiere a las contribuciones especiales de 
seguridad social, cuyo hecho generador es la actividad remunerada. En este último caso sí, sin duda, corresponde. 


Por lo tanto, me parece que las interpretaciones que se hacen a través del decreto confunden los hechos generadores con la 
retribución, cuando en realidad en la ley están perfectamente diferenciados. El Impuesto a las Retribuciones Personales tiene su 
hecho generador en las retribuciones y no necesariamente en un concepto mucho más genérico que es la actividad remunerada. 
Por eso es que llega el momento en que se hace necesario marcar las diferencias correspondientes. Así podríamos interpretarlo, 
fijiándonos en el artículo 25 de la ley madre del Impuesto a las Retribuciones Personales, en el que se establece que cada 
retribución es un hecho generador. Debemos advertir que existen, verdaderamente, hechos generadores que son distintos. No es lo 
mismo el sueldo que la productividad o el Fondo de Participación; a su vez, este último, si no me equivoco, es un Fondo de 
Participación por multas que, además, básicamente se calculan por lo que se recauda a través de las fiscalizaciones. 


Entonces, me parece que ese es el hecho primordial que tendríamos que tratar de definir o de aclarar, a la luz de los textos legales, 
y es aquí donde creo que el Poder Ejecutivo se introduce en una temática y en una competencia que le son ajenas. Me refiero al 
hecho de intentar, por ley -y por eso se ha señalado la ilegalidad del decreto- establecer la base de cálculo y, fundamentalmente, la 
alícuota correspondiente, al momento de gravar estas retribuciones. 


Sabido es que el Código Tributario, en su artículo 5%, que refiere a los principios de legalidad, dice muy claramente que sólo la ley 
puede establecer las bases de cálculo y las alícuotas aplicables. Quiere decir que eso no lo puede establecer, por decreto, el Poder 
Ejecutivo. Cuando ingresamos en el análisis de los decretos en función de los cuales se establecen los criterios para la definición 
de cuánto se va a gravar, el Poder Ejecutivo termina fijándonos las alícuotas que se deben aplicar. Es ahí donde, a mi entender, va 
más allá de lo que la ley le permite hacer. En todo caso, eso lo podría hacer el Legislador; es decir, si al Poder Ejecutivo le hubieran 
surgido dudas importantes, podría haber enviado una iniciativa en ese sentido para que el Parlamento definiera la cuestión, pero no 
debió definir por sí mismo, pues sabemos que el decreto modifica las bases de cálculo del Impuesto a las Retribuciones 
Personales. 


Creo que el tema de la ilegalidad no requiere un mayor análisis, porque la ley y el Código Tributario en su artículo 5% son 
absolutamente terminantes en cuanto a la forma en que se debe aplicar esto. 


Por otro lado, advertimos ya en el contenido mismo del decreto, algunas otras afirmaciones o definiciones que no podemos admitir. 
Me refiero, por ejemplo, al tema de la retroactividad. Esto se hace retroactivo al 1% de mayo de 2003, a través del segundo decreto, 
sobre la base de que el primero de ellos había sido suspendido; así, en el segundo se vuelve a aplicar y, en consecuencia, como 
aquel otro decreto era aplicable desde el 1% de mayo de 2003, corresponde que la nueva forma de calcular el Impuesto a las 
Retribuciones Personales se haga desde esa misma fecha. Así, terminamos cobrando una retroactividad importante que, 
indudablemente, pesará enormemente sobre los ingresos de los jubilados y pensionistas, así como también de los activos, que se 
verán gravados en la especie. En el caso de los jubilados y pensionistas, será por otra vía que más adelante aclararemos, pues no 
es, precisamente, la del segundo decreto, ya que este último en realidad termina gravando solamente a los activos. 


Además, si ese fuera el criterio, uno podría plantearse lo siguiente: si el Poder Ejecutivo, al realizar una nueva interpretación, puede 
hacer el decreto retroactivo al 1? de mayo de 2003, ¿por qué no lo hace retroactivo al 1? de mayo de 2002, si la Ley N* 17.502 tiene 
vigencia desde esa misma fecha? No sé en qué lío nos estaríamos metiendo aquí, porque si vamos a ir a cobrarles a todos los que 
contribuyeron durante ese período de un año y medio, quizás el problema se vuelva mucho más grave. Por mi parte, considero que 
esto demuestra por sí sólo que la retroactividad no corresponde. Es decir, aun cuando el Poder Ejecutivo pudiera terminar 
demostrando la legalidad del decreto -lo que no creo que pueda hacer- en ningún caso podríamos aceptar esa retroactividad. 


Además, de acuerdo con el segundo decreto, ¿por qué se gravan los sueldos y no las pasividades, si a juicio del Poder Ejecutivo el 
decreto es legal? ¿Por qué se acumulan los diferentes ingresos de un trabajador activo pero no se acumulan las jubilaciones que 
tiene un mismo beneficiario? Creo que no se debe interpretar por este decreto que se grava de forma distinta a los activos de los 
pasivos, pero no entiendo por qué cuando llega el momento de definirlo por decreto se hace para los activos pero no para los 
pasivos. Creo que en el fondo existe una suerte de reconocimiento de que no corresponde hacerlo, porque ya sería demasiado 
grave incluir en esto a los pasivos. 


No deseo extenderme mucho más en mis manifestaciones porque imagino que los señores Ministros tendrán mucho para decir. 
Simplemente intenté esbozar un posicionamiento generalizado sobre la temática y sobre la forma en que esto incide en el Indice 
Medio de Salarios y los respectivos ajustes de las pasividades sujetos a él. 


Destaco este aspecto porque se trata de un segundo logro obtenido en el transcurso de estos últimos meses, del que hemos sido 
coprotagonistas junto con el Poder Ejecutivo. Me refiero a la ley que determina que para calcular el Índice Medio de Salarios se 
tendrán en cuenta las retribuciones de carácter nominal, y no como se hacía hasta hoy, teniendo en cuenta las retribuciones luego 
del descuento del Impuesto a las Retribuciones Personales correspondiente. 


Sin duda, esto tiene cierto grado de influencia o de incidencia sobre el Índice Medio de Salarios, y si es correcto y de aplicación el 
decreto que el Poder Ejecutivo termina de poner en vigencia, tendremos que recalcular dicho Índice para el cuatrimestre mayo- 
agosto. En consecuencia, como el cálculo del Índice Medio de Salarios en función de las retribuciones nominales y prescindiendo 
del impuesto a los sueldos, tendrá vigencia recién a partir del 1? de enero del año próximo, y como ahora vemos que el impuesto a 
los sueldos tiene una afectación mayor que la que tenía antes de la aplicación del decreto, necesariamente tendremos que 
recalcular el Índice Medio de Salarios hacia atrás. Pero aun cuando no lo hagamos de esta forma, el problema se presentará de 
aquí en adelante, es decir, para el último cuatrimestre -setiembre, octubre, noviembre y diciembre- porque nuevamente se va a 
producir un impacto. Se podrá decir que se trata de cifras de menor cuantía -y probablemente lo sean- pero también lo son los 
aumentos que se han ido otorgando a las pasividades en el transcurso de los últimos tiempos, en función de dicho Índice Medio de 
Salarios. Por lo tanto, también en este aspecto se produce una consecuencia que impacta indirectamente sobre toda esta temática. 


Me parece que habíamos logrado una muy buena señal a través de la aprobación de la ley de rebaja del impuesto a los sueldos a 
partir del 1 de enero del año que viene, pero creo que más positiva aún era la señal de haber llegado a una suerte de acuerdo, en 
función del cual vamos a insistir en el transcurso de los próximos tiempos para ver de qué manera podemos seguir rebajando 
considerablemente tanto el impuesto a las pasividades como el impuesto a los sueldos. 


Debido a estos fundamentos de carácter legal que nos han permitido objetar los decretos, es que convocamos a los señores 
Ministros para intercambiar con ellos nuestras opiniones y, por supuesto, aspiramos a llegar a alguna suerte de resultado que 
básicamente privilegie el camino que habíamos elegido con el nuevo Ministro el día que asumió, en el sentido de ver en qué forma 
podemos lograr que este Impuesto a las Retribuciones Personales cada vez tenga menos peso sobre la economía de la población. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En principio voy a realizar algunas consideraciones previas y luego voy a ceder 
el uso de la palabra a mi colega, el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, para que se refiera a algunos aspectos de 
legalidad. 


Nosotros estamos en el camino, como bien señaló el señor Senador Gallinal, de acompañar la idea de rebaja del Impuesto a las 
Retribuciones Personales. Consideramos que no se trata de un buen impuesto; eso es cierto. Lamentablemente de algún lado hay 
que recaudar cuando estamos en determinadas circunstancias y, en ese sentido, se opta por algunos impuestos. 


También queremos decir que tenemos la esperanza de que aquí podamos lograr un cierto acuerdo y de que se comprendan las 
limitaciones que tiene el Poder Ejecutivo y, en realidad, el país en su conjunto, en lo que tiene que ver con determinada 
interpretación demasiado laxa que se pueda llegar a hacer de los informes del Departamento Jurídico del Banco de Previsión 
Social, que es de lo que estamos hablando en este momento. 


Por último -más allá de que el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social tiene su posición sobre la legalidad del decreto- cabe 
señalar que además de respetar la legalidad, el decreto buscó no aumentar la carga -eso es bien claro- y sí preservar los ingresos 
que le había otorgado el Legislador. 


Como primera aproximación, permítaseme hacer algunas consideraciones. El decreto de mayo, como tal, lo que hizo fue recoger la 
historia de la interpretación del Banco de Previsión Social, que fue cambiada -por decirlo de alguna manera- en la resolución de 
noviembre de 2002. Tengo aquí, por ejemplo, el dictamen N* 154/98, de 3 de junio de 1998, donde consta la pregunta sobre si se 
deben establecer por separado, a los efectos de la liquidación del Impuesto a las Retribuciones Personales, determinadas partidas. 
La Sala de Abogados concluye: "Si la remuneración percibida se fraccionase en función de diversos conceptos que, con mayor o 
menor fundamento, pueden integrar la contraprestación del trabajo, se estaría incidiendo en la cuantía del impuesto, al par que se 
dificultaría la función de fiscalización. Estas consideraciones refuerzan la interpretación de la norma en el sentido de que la 
remuneración no se fraccione, por lo que la tasa debe determinarse en función de la retribución percibida, comprendiendo en ella 
todos los ítems: salarios, horas extras, primas por presentismo, permanencia en el cargo, antigúedad, etcétera". 


A su vez, como forma de ratificar esto y para ver a qué extremo llegó la interpretación del Banco de Previsión Social, señalo - 
coincidiendo en parte con el análisis que hacía el señor Senador Gallinal- que había efectivamente tres tasas y que casi todos 
quedaban incluidos en alguna de ellas por sus remuneraciones, y que si se hubieran subdividido las remuneraciones, eso no 
hubiera sucedido; además, cuando se pagaban partidas extras, algunos empleados pasaban del 2 al 6. Cuando la tasa progresiva 
fue muy marcada, se tocaron las remuneraciones de quienes tienen en su poder la interpretación de esto. 


Una empresa uruguaya -cuyo nombre no importa- pregunta, a raíz de una inspección, sobre el caso que se da allí: hay un Gerente 
que es director y, a la vez, encargado, por lo que recibe remuneraciones separadas. Por lo tanto, el Directorio del Banco de 
Previsión Social pregunta a la Sección Jurídica si hay que sumar o no las retribuciones que percibe la misma persona, en la misma 
empresa, por sus dos funciones, o sea, la de director y la de encargado, donde es dependiente. ¿Qué resuelve Jurídica? Que a 
partir de la fecha de la resolución -porque aún estaba en una zona gris- se deberán considerar como una sola las partidas 
percibidas por este señor como director y como encargado de la empresa, a los efectos del cálculo del Impuesto a las 
Retribuciones Personales. 


Esto quiere decir que se sumaban esos montos, cosa que no se hace cuando una persona trabaja, por ejemplo, en la empresa "A" 
y en la empresa "B", sino que se liquida por separado. Sin embargo, en esta empresa se llegó al extremo de sumar las 
retribuciones y no por el mismo cargo o por distintos conceptos, sino por dos cargos diferentes, además de sumar todas las 
retribuciones del mismo cargo. 


Entonces, el sentido del decreto del mes de mayo fue, precisamente, mantener la línea histórica de la interpretación de la base del 
cálculo; pero más allá de eso estamos ante un problema que es absolutamente dicotómico. 


Si se hace la suma, estamos en este problema de interpretación legal donde debemos reconocer que la ley es absolutamente 
pobre, y durante toda la vida fue así. Tengo en mi poder el primer Reglamento del Banco de Previsión Social -que, si mal no 
recuerdo, entonces se llamaba Dirección General de los Seguros Sociales- del año 1982, cuando implementa el Impuesto a las 
Retribuciones Personales por las retribuciones de julio de ese año. Allí se dice claramente que se titulará la suma total de las 
retribuciones y prestaciones percibidas por los dependientes, más los sueldos fictos que correspondan, etcétera. Esto fue 
pacíficamente aceptado durante todo el tiempo. 


SEÑORA ARISMEND!.- ¿Fue pacíficamente aceptado en 1982? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No, señora Senadora, lo fue desde 1982 hasta noviembre de 2002. La 
resolución del Directorio que acabo de leer es de 1998. 


SEÑOR GALLINAL.- El Banco de Previsión Social sigue sosteniendo lo mismo frente a ese caso y creo que es la interpretación 
correcta. Si una persona que trabaja en una empresa recibe retribuciones por dos cargos distintos, éstas se acumulan; de ello no 
tengo absolutamente ninguna duda y así debe ser. Lo que cambia después es el tema de las tasas progresivas. Ahora bien; otro 
sería el caso si se hablara de una persona que trabaja en dos empresas diferentes y se buscara la acumulación, porque hay 
acumulaciones que no son discutibles; pero ese es otro tema del que hablaremos después. 


En el caso concreto que el señor Ministro de Economía y Finanzas pone como ejemplo, el Banco de Previsión Social sigue 
manteniendo ese criterio y personalmente lo comparto. Si una persona recibe del mismo empleador dos sueldos, por el ejercicio de 
una función determinada, los tiene que acumular. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS..- En el caso de que el cargo del director sea anual, podríamos preguntarnos qué 
pasa cuando se paga el año entero en comparación con un mes. En lo que a mí respecta, creo que son funciones diferentes y hay 
que liquidarlas por separado; no entiendo por qué en un caso sí y en otro, por la misma función -que es lo que veremos ahora- se 
liquida por separado. 


Pero vayamos un poco más allá. La ley madre, en su artículo 25 establecía: "Créase un impuesto que gravará las retribuciones y 
prestaciones nominales en efectivo o en especie, derivadas de servicios personales prestados en la actividad pública o privada...". 
Luego, en el segundo inciso se afirma que "El impuesto se aplicará también a todas las jubilaciones y pensiones servidas...". En 
realidad, en el inciso primero, cuando se hablaba de prestaciones ya estaban incluidas las jubilaciones, porque son una prestación. 
Cuando se ratifica en el inciso segundo que también están las jubilaciones y pensiones, se refiere a las prestaciones de una 
persona activa, claramente en el sentido -y así fue interpretado; incluso, siempre fue igual- de sumar todas las retribuciones y 
prestaciones para que no se escape nada de la base imponible. 


A su vez, el artículo 7”, que el señor Senador mencionó, expresa: "Cuando un sujeto perciba de un mismo organismo público las 
retribuciones a que refiere el artículo anterior, conjuntamente con retribuciones originadas en la relación de dependencia, ambos 
conceptos se sumarán". ¿Qué se quiso subsanar aquí? Fueron ustedes los que votaron. Cuando alguien tiene un contrato y 
además un sueldo, en lugar de liquidar separado, se determinó que se juntaran los dos porque el contrato es un complemento del 
sueldo y hay que sumarlo. Este caso trató de subsanar algo que quedaba en la nebulosa y que de hecho se podía liquidar 
separado. Es más, seguramente se estaba liquidando separado desde la ley de febrero, mes en que se aprobó una ley que 
aumentó el Impuesto a las Retribuciones Personales básicamente a los empleados públicos. Podía quedar la duda de que fuera 
otro vínculo jurídico. 


El artículo 25 de la ley de 1982 dice que el impuesto "se aplicará a todos los ingresos gravados". ¿Cómo se puede llegar a separar 
-lo que está claro en la exposición del señor Senador- el tema de la retribución del de la actividad. Si vemos la Ley de Seguridad 
Social, el artículo 153, cuando habla de la materia gravada, expresa: "A los efectos de las contribuciones especiales de seguridad 
social recaudadas por el Banco de Previsión Social, constituye materia gravada todo ingreso que, en forma regular y permanente, 
sea en dinero o en especie, susceptible de apreciación pecuniaria, perciba el trabajador dependiente o no dependiente, en 
concepto de retribución y con motivo de su actividad personal, dentro del respectivo ámbito de afiliación". O sea, la remuneración 
es derivada de una actividad porque, de lo contrario, sería una prestación. Entonces, uno se pregunta si la persona que trabaja en 
un ámbito y recibe un concepto y después recibe otro, la remuneración por el segundo concepto puede derivar en algo diferente a 
su previa relación. Para nosotros la respuesta es que no puede derivar en algo diferente la misma relación que da lugar a esto. 


A su vez, y para ejemplificar un poco más, el artículo 184 de la propia Ley N* 16.713, de reforma de la Seguridad Social, expresa: 
"Las retribuciones personales que excedan de $ 15.000 (quince mil pesos uruguayos) constituyen materia gravada a los efectos del 
impuesto a las retribuciones personales". Por su parte, el artículo 7%, cuando define los tramos, dice: "A los fines de la aplicación de 
cada régimen, se determinarán los siguientes niveles de ingresos individuales de percepción mensual siempre que constituyan 
asignaciones computables". Se refiere a los $ 5.000, $ 7.500 y $ 15.000. ¿Cuál era el límite de $ 15.000? Por encima de esa cifra, 
si la persona no quería, no aportaba el Montepío personal. El artículo 184 dice que no, es decir, que el Impuesto a las Retribuciones 
Personales se aporta igual. Hay un cierto paralelismo en esto. 


Pero vayamos también a los hechos concretos. ¿Qué está pasando hoy? Supongamos que una persona tiene un ingreso derivado 
de una actividad. Yo, por ejemplo, que trabajo en el sector público tengo un ingreso de la Caja Civil -ahora por ser Ministro y antes 
por ser funcionario- más otro por ser profesor universitario. A nivel global se me suman todos los ingresos -no para la aplicación del 
Impuesto a las Retribuciones Personales- derivados de actividades diferentes, y si opto por no aportar por encima de $ 15.000, se 
me reintegra todo el exceso de montepío que supere esa cantidad. Ahora bien, cuando es de una sola actividad -no de actividades 
diferentes- lo que se hace es sumar en la liquidación, salvo en el caso del aguinaldo donde se dice que el Impuesto a las 
Retribuciones Personales se liquida en forma separada. Por lo tanto, el límite de $ 15.000 va sólo sobre el aguinaldo, pero en el 
resto, cuando los propios organismos hacen la liquidación, suman todas las retribuciones, no las dividen en dos. De manera que 
hay una asimetría de tratamiento en ese caso, porque si fueran separadas igual que el aguinaldo, entonces el límite de $ 15.000 se 
tiene que considerar en forma separada y pagar el 15% de montepío y el Impuesto a las Retribuciones Personales a la tasa que 
corresponda. Esta es nuestra manera de ver las cosas. 


¿Qué se hizo con el decreto de setiembre? Entendemos que le pone un poco más de justicia al tema. No fue lo que particularmente 
me pareció que era lo mejor, pero sí lo que el Banco de Previsión Social podía hacer de acuerdo con su sistema de computación. 
Cuando uno cobra una partida que no es por un mes sino por cuatro meses -incluso la ley no dice que el período de liquidación sea 
mensual, sino que pacíficamente se aceptó que lo fuera; no se establece en ningún lado y por lo tanto puede ser por semana, por 
quincena o quizás por seis meses- parece un poco excesivo decir que se trata de la aplicación usual. En tal sentido vuelvo a la 
interpretación del señor Senador Gallinal, que me parece correcta o por lo menos racional, en cuanto a lo que estaba pasando; si 
no cambiaba de tasa, no pasaba nada. Por eso, parece un poco excesivo decir que si la persona aporta siempre por la tasa del 6% 
-ahora del 7,5%- de pronto salta y tiene que aportar por el 15% y al mes siguiente por el 7,5%. ¿Qué sería entonces, a nuestro 
entender, lo más justo? Que el que es por cuatro meses, se divida por cuatro y que de ahora en adelante se sume un cuarto a cada 


mes. Sin embargo el Banco de Previsión Social no podía hacer eso por problemas de computación y sobrevino esta solución que 
también contemplaba, en parte, la legalidad de que se gravaba en el momento en que se devenga o se percibe. Entonces se dijo 
que se dividía por cuatro y se aplicaba a toda la tasa del sueldo; más eso dividido por cuatro. Así tenemos en un mes una tasa que 
puede ser un poco mayor o la misma que la anterior y en el resto las tasas más bajas. Eso es lo que dice el Decreto actual. Yo 
entiendo que eso no es lo más justo, pero es lo que hay. 


Ahora bien, estos son los problemas naturales que tienen en general los impuestos progresivos. Entonces, lo corriente es tratar de 
dividir las prestaciones para que no se apliquen. En tal sentido, la técnica usual en el mundo cuando existen impuestos progresivos, 
es sumar todos los hechos generadores o todas las bases para esos impuestos. 


La propia Sala de Abogados del Banco de Previsión Social, el 15 de agosto de 2003 (dictamen N* 374/03) dice como segunda 
conclusión que la ley no establece la acumulabilidad de hechos generadores distintos, excepto en el caso del artículo 7% que hemos 
leído, en el cual establece expresamente la acumulabilidad, lo que está confirmando que sólo pueden acumularse hechos 
generadores distintos cuando la propia ley lo establece. Esta interpretación ya fue dada y aquí lo que pasaba era que había hechos 
generadores distintos desde la misma relación laboral. De modo que estamos acumulando de la misma relación laboral y no de 
diferentes relaciones laborales. Esta acumulación tiene razón de ser en virtud de que existen contratos de organismos del Estado 
con sus funcionarios, que significan un apéndice o continuación de su actividad habitual como funcionario público -con lo que 
estamos de acuerdo- por lo cual si las retribuciones presupuestales y contractuales no se acumularan, se estaría produciendo un 
beneficio indebido para el sujeto pasivo del impuesto y se violaría el principio de igualdad ante las cargas públicas, ya que los 
demás funcionarios sufrirían la detracción de las retribuciones totales y aquéllos sufrirían la parcializada en cada retribución. Creo 
que este es el mejor argumento para defender la posición del Poder Ejecutivo de no dividir las cosas. En base a esto, y no a otra 
cosa, es que nosotros sacamos el decreto. 


Volviendo al principio, el problema que tenemos acá es dicotómico. Si no sumamos, lo que puede pasar es que se dividan una 
cantidad de cosas; entonces no recaudamos nada y perdemos toda la base del impuesto, quedando impuesto a tasa cero. Tengo el 
recibo de mi sueldo que, lamentablemente, no lo traje pero lo puedo mostrar, y si dividimos ítem por ítem pago tasa cero; de lo 
contrario pago tasa 16% o 18%. Entonces, si dividimos puedo llegar a cero, pero si sumo todo, según la interpretación, parecería 
ser que estamos ante una ilegalidad. Por tanto, busquemos alguna solución que se adecue a la legalidad, que es lo que prefiero yo. 


Quisiera referirme a tres cosas más. El señor Senador me habla de los activos y pasivos; le puedo decir que los pasivos no se 
acumulan. En realidad, en los pasivos no se acumula si se trata de una pensión o de una jubilación porque derivan de cosas 
diferentes, y lo mismo ocurre si se tiene una jubilación proveniente de la Caja Civil y una de la de Industria y Comercio. Esto sucede 
porque en la actividad original cada uno pagó en forma separada. Por eso no se acumula; de lo contrario, se deberían acumular. 
Cada uno mantiene el origen y hace una relación unívoca desde uno a otro conjunto. 


Con respecto al carácter indirecto de incidencia a las pasividades, al comienzo no había entendido la preocupación del señor 
Senador, pero luego la comprendí cuando dijo que hubo una revaluación en setiembre y, entonces, la retroactividad podría 
calcularse. Los Índices Medios de Salarios no se tocan para atrás; por tanto, no se puede calcular con retroactividad. En caso de 
que incidiera hacia delante -yo creo que no incide en nada- el ajuste del 1% de enero de 2004, que ya se hace en base a los 
nominales, tampoco incidiría. Es decir que no hay ninguna incidencia directa ni indirecta. 


Respecto a la retroactividad puedo decir que, en realidad, el decreto no quiere ser retroactivo. En general, se entiende que este 
decreto es más beneficioso que la aplicación del decreto de mayo; entonces, hay que darle una vigencia porque, de no ser así, se 
podría decir que esto rige desde la noche de los tiempos, desde cuando empezó a regir la ley, y tendríamos algo absolutamente 
indefinido que no sabemos dónde puede terminar. Esto podría dar lugar a algunas reclamaciones en el entendido de que todo el 
sector privado siempre liquidó sumando todo porque esa fue la interpretación del Banco de Previsión Social. Usted me dirá que 
hasta mayo de 2002 era lo mismo y que entonces no va a pasar nada. A eso le respondo que seguramente tenga razón; sin 
embargo, habría que establecer una fecha, pero no se trata de una retroactividad. Como se entendió que esto es más beneficioso 
que el decreto de mayo, podrían figurar algunas diferencias a favor de determinadas empresas. 


SEÑOR GALLINAL.- Con respecto a la historia del Banco de Previsión Social, que el señor Ministro de Economía y Finanzas dice 
que fue cambiada en noviembre del 2002, me parece que en el ejemplo concreto, la institución mantiene el mismo criterio. Si se 
trata de una misma persona que trabaja en una misma empresa, no veo ningún inconveniente. Sin embargo, debemos tener 
presente -me parece que es el hecho detonante- el cambio que significa el adicional del impuesto a los sueldos en tanto establece 
tasas progresivas. 


Ligado a esto, el otro asunto importante -porque es el que resuelve, en definitiva, qué tasa se aplica- es el relativo a hechos 
generadores diferentes. La propia Ley N* 17.502 establece en el artículo 5”: "Fíjase la siguiente tasa para todos los hechos 
generadores del impuesto creados por el artículo 25". Entonces, en el caso del artículo 7* al que nos referimos, me parece que es 
correcta la interpretación que hemos hecho. Después, el Banco de Previsión Social intenta dar su interpretación, lo que nos parece 
bien, porque el Parlamento aprueba las leyes y luego surgen las controversias jurídicas y las interpretaciones que hace cada uno. 
Por suerte las leyes no traen, además, un Capítulo que establezca "interprétase de esta manera", salvo si es necesario cuando se 
aprueba una nueva ley para interpretar porque pueden haber quedado algunas dudas. 


Lo cierto es que el artículo 7* de la Ley N* 17.502 establece expresamente una situación de acumulabilidad. ¿Por qué razón? No 
importa; lo establece directamente. Al establecerlo en forma expresa y como excepción, y al no decirlo en los otros casos, es lógico 
interpretar que si estamos hablando de la aplicación de un impuesto tenemos que ver cuál es el hecho generador de dicho 
impuesto porque, de lo contrario, nos estaríamos olvidando de toda la legislación que aprobamos antes en materia impositiva. 
Además, nos estamos olvidando de que la propia ley establece que no es al Poder Ejecutivo a quien le corresponde definirlos en 
estos casos. 


Hemos llegando al tema de los impuestos y de los hechos generadores diferentes y se separa el aguinaldo así como algunos otros 
rubros. Al respecto, el señor Ministro dice que la ley no establece que sea mensual. Por supuesto, si mañana el empleador decide 
abonar, en beneficio del empleado, para que tenga más disposición de dinero, en vez de un salario mensual lo mismo cada día 
entonces, obviamente, el Impuesto a las Retribuciones Personales va a ser cero. ¿Verdad? Por el contrario, si el Gobierno 
mediante un decreto estableciera que vamos a acumular todo el año, el Impuesto a las Retribuciones Personales va a tener una 


capacidad de recaudación potenciada con respecto a lo que está recaudando hoy porque, obviamente, terminamos aplicando las 
tasas más altas. 


Entonces, en definitiva, hay que ver cuál es el criterio que inspiró la creación de la norma para darle una respuesta que satisfaga 
las pretensiones del Gobierno al momento de recaudar, las del Parlamento al momento de aplicarse correctamente las leyes, y 
también la defensa de los ingresos de la gente, sobre todo, en una situación particular donde no deja de pesar -y el señor Ministro 
lo ha señalado expresamente- la idea que ha empezado a concretarse, de ir en búsqueda de una rebaja del Impuesto a las 
Retribuciones Personales. 


En el caso al que aludió el señor Ministro, de dividir por cuatro el Fondo que se paga en el Banco de Previsión Social, es un Fondo 
de Participación que se paga tres veces al año, o sea que teóricamente es cuatrimestral. ¿Cómo hacemos justicia? Lo dividimos 
entre cuatro, esa cuarta parte se la sumamos al salario y de esa manera gravamos con la tasa que corresponde. Es un criterio y no 
creo que sea lo que la ley viabiliza. En una correcta interpretación de la ley, me da la impresión de que nosotros tenemos, partiendo 
de hechos generadores distintos, ingresos ordinarios y extraordinarios en la función pública y en la actividad privada. El concepto 
base es que se gravan con carácter mensual. Esos ingresos ordinarios, que son mensuales, que tienen un monto cierto, que tienen 
fecha de pago y que se pagan los primeros días de cada mes, tienen un hecho generador similar y, además, se aplican en la forma 
en que se ha venido haciendo hasta ahora. Asimismo, dentro de los ingresos ordinarios, hay algunos que no se suman, como por 
ejemplo el aguinaldo, aunque sí se grava en la instancia correspondiente. 


Precisamente, en este caso tenemos otro ejemplo de un tema bastante complicado. ¿Cómo gravamos el aguinaldo cuando se paga 
en dos veces? ¿Lo gravamos con la tasa progresiva más alta si sumamos los dos o lo gravamos en el primer semestre y en el 
siguiente de modo que la tasa sea menor? Lo que ha decidido a este respecto el Poder Ejecutivo -y me parece correcto- es gravar 
en cada semestre o en el momento en que se hace efectivo, que es el criterio que, correctamente a mi entender, se ha aplicado 
hasta ahora. 


Entonces, para los ingresos ordinarios en la actividad pública y en la privada no veo que exista problema alguno. Se computan 
esos ingresos mensualmente y se tienen en cuenta al momento de la exigibilidad o del pago correspondiente, y se suman, con 
alguna excepción como el aguinaldo y creo que la licencia también. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS..- Se suma la licencia de los jornaleros. 


Si me permiten, quisiera hacer una aclaración. Por ejemplo, las partidas de productividad de las empresas públicas son anuales; 
pero lo que sucede es que se hacen adelantos trimestrales o cuatrimestrales. Hasta antes de esta interpretación se sumaban al 
mes; pero después de ella, cada partida se liquida aparte. Podemos llegar al extremo de una partida anual, que en este caso 
tendríamos que pagar por el monto completo anual y no por cada vez que se paga. Asimismo, podríamos llegar al extremo de que 
se baje mucho la tasa frente a la partida anual. Como se sabe, estas partidas pueden ser de tres salarios, cuatro o dos, 
dependiendo de la empresa. 


Debo decir que entiendo el razonamiento del señor Senador Gallinal, pero lo mismo ocurre con el Banco de Previsión Social, ya 
que liquida cada cuatro meses y paga cada dos en lo que tiene que ver con la prima de coparticipación. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que en esto se observa un criterio que es muy claro. Se trata de los ingresos de carácter ordinario 
que tienen una forma de percepción, una cadencia, una periodicidad, un monto definido y cierto en casi todos los casos y que, en 
consecuencia, con las excepciones que se hayan aplicado, como es el caso del aguinaldo, no veo que deba plantear objeción 
alguna a que se grave en la forma en que se está haciendo y acumulando como hasta el momento. 


Por otro lado, tenemos los ingresos extraordinarios, que son incentivos, premios, productividad y Fondo de Participación. Con 
respecto a este último, debemos decir que cobran los funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; si no me equivoco, 
los inspectores. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Mensualmente eso impacta negativamente sobre la franja del 
Impuesto a las Retribuciones Personales. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, todos esos ingresos extraordinarios, en tanto lo son y no admiten mayores subdivisiones, llevan la 
tasa que les corresponde. Me parece que ese es el criterio justo. Ahora bien; no se tiene por qué admitir que esos ingresos se 
subdividan al extremo, porque de ese modo caeríamos en la hipótesis radical que tira abajo todo basamento jurídico posible. Con 
respecto al Fondo de Participación, sabemos que se cobra cada cuatro meses y ese es el momento en que se hace exigible, en 
que se grava. 


Como se puede ver, a la totalidad del Fondo de Participación se le aplica la tasa que corresponda y no hay ni que sumarlo al sueldo 
mensual ni dividirlo entre cuatro, tanto para gravarlo por la sumatoria como para gravarlo individualmente. Si se cobró en mayo el 
cuatrimestre enero, febrero, marzo y abril, a ese monto total le corresponde una alícuota, una tasa, que está definida en la propia 
ley. De ese modo, se evita todo tipo de problemas. Habría que cuidar, simplemente, que en el futuro no se le apliquen subdivisiones 
de gran magnitud que deliberadamente estén implementadas para evitar el gravamen, porque en ese caso sí terminaríamos en la 
injusticia de que quien más gana menos paga. De esta forma todas las retribuciones estarían gravadas, y sólo habría que 
determinar en qué caso podemos dividir las ordinarias y las extraordinarias. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Lo que iba a ser una introducción del Ministro Alfie terminó siendo 
una usurpación. 


(Hilaridad) 
SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Le pido disculpas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No sé si seguir el orden que tenía establecido, que implicaría repetir, 
de pronto, algunos de los conceptos que ya se han manejado, o más bien seguir el hilo de lo que ha quedado dicho; probablemente 
me incline por esto último. 


Me da la impresión de que estamos básicamente frente a una cuestión jurídica, porque se está discutiendo acerca de si hay un 
hecho generador diferente en el Impuesto a las Retribuciones Personales y en las contribuciones especiales de la seguridad social, 
o si el hecho generador es el mismo. No hay discusión acerca de que la materia gravada sea la misma, es decir, que lo que lleva 
aporte para el Banco de Previsión Social está gravado por el Impuesto a las Retribuciones Personales. Tampoco hay discusión 
respecto del hecho de la liquidación mensual del referido Impuesto así como de las contribuciones especiales de la seguridad 
social. La discusión se centra, insisto, en si estamos o no frente a un mismo hecho generador. 


Sin perjuicio de que uno es especialista en Derecho del Trabajo, tiene que hacer a veces alguna excursión por el Derecho Tributario 
Previsional, que es un cruce de caminos entre el Derecho Laboral -o el Derecho de la Seguridad Social, más específicamente- y el 
Derecho Tributario. Entonces, me permito hacer referencia a que el hecho generador, tanto en un caso como en otro, es 
exactamente el mismo. 


Aun cuando sin duda estamos frente a un tipo de impuesto con deficiencias técnicas muy graves, de todas maneras no alcanzaron 
para que el doctor Valdés Costa -especialista reconocido en el mundo en este campo del Derecho Tributario- en un exhaustivo y 
minucioso relevamiento de impuestos potencialmente inconstitucionales e ilegales, incluyera el Decreto-Ley N* 15.294, de 1982. 


Volviendo al tema del hecho generador único, creo que la explicación de que estamos frente a un presupuesto de hecho -como le 
gusta decir al doctor Valdés Costa- es muy fácil de entender y muy clara. En el caso de las contribuciones especiales de la 
seguridad social, el hecho generador es la actividad remunerada: hay un tipo de actividad, servicio o trabajo, y hay una 
remuneración, prestación, contraprestación o salario. Es exactamente lo mismo que ocurre en el caso del Impuesto a las 
Retribuciones Personales. Decir que el hecho generador es el cobro de la retribución es un "engaña pichanga", es dejarse llevar 
por una falacia, porque esa retribución que se está cobrando está evidentemente vinculada a una actividad que se prestó; no es 
una donación, no es una liberalidad de alguien, que por lo tanto estaría gravada por el Impuesto a la Herencia. Aquí hay un 
impuesto que está gravando una actividad retribuida en virtud de la prestación de un servicio concreto. Si bien no puede 
establecerse exactamente el lugar concreto del decreto-ley que establece el Impuesto a las Retribuciones Personales, ni del 
decreto reglamentario que corrige bastante la ley -aunque aun así mantiene dificultades- creo que nos permite resolver el problema 
en la línea de lo que resolvió el Poder Ejecutivo, y les diría más, de lo que resolvió en mayo de este año. 


Suspendimos ese decreto porque entendimos que existía una cierta injusticia en la elevación lisa y llana de toda la franja, y 
aplicamos el criterio que el propio Banco de Previsión Social tiene en lo que refiere a la licencia del jornalero, con respecto a la cual 
el Banco de Previsión Social mensualiza. Precisamente, aquí tengo un dato que ya fue mencionado por el señor Ministro de 
Economía y Finanzas, la RD 27-25/99, por la cual el Directorio del Banco resuelve adoptar un criterio prácticamente igual al que se 
resolvió implementar ahora por parte, no sólo del Ministerio de Economía y Finanzas, sino también del de Trabajo y Seguridad 
Social, coincidencia que significa mucho por su índole. 


En definitiva, el hecho generador es el mismo: actividad más salario o prestación más retribución. Se trata de algo que se cae de 
maduro. 


Aquí me permito mencionar una explicación que me fue dada por el contador Eibe con relación al IVA. Aclaro que traje esto por 
escrito, como referencia, por las dudas que el contador no tuviera oportunidad de explicarlo, así que voy a tratar de leerlo 
textualmente. En definitiva, cuando uno paga algo, el hecho generador del IVA es el precio y no la enajenación o la prestación del 
servicio que genera dicho precio. La materia imponible es el precio y sobre eso se calcula el IVA, pero en realidad, en el hecho 
generador está incluida también la enajenación o la prestación del servicio que dicho precio trae consigo. En todo caso, sería 
bueno que después, eventualmente, el contador Eibe pudiera aclarar o explicitar un poco más este punto. 


Por lo tanto, si se trata del mismo hecho generador, creo que estamos frente a una hipótesis que podríamos ilustrar con el dicho 
popular que afirma que todo bicho que camina va a parar al asador. La cuestión es cómo defendemos, en el Poder Ejecutivo, la 
mensualización de la prestación. Hasta el mes de mayo, lisa y llanamente se acumulaban como hecho generador -según la línea 
que el señor Senador Gallinal mencionaba- retribuciones extraordinarias, horas extras y todo tipo de elemento relacionado con el 
salario. Ello determina que este tipo de partida, aunque no tenga periodicidad mensual, no deja de ser un elemento de salario, por 
decirlo de alguna manera. También el jornal de licencia, que es anual, constituye otro elemento de salario, y a los efectos de los 
jornales el Banco de Previsión Social actúa según un ficto, como si se pagara todos los meses, y efectivamente todos los meses 
hace la liquidación del Impuesto a las Retribuciones Personales. 


SEÑOR GALLINAL.- Perdón, señor Ministro, pero la ley habla de hechos generadores distintos; en el caso del IVA no, pues lo 
define. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El artículo 5% de la ley relativa al Impuesto a las Retribuciones 
Personales, habla de hechos generadores, es cierto, pero no se está refiriendo a partidas de esta índole sino, por ejemplo, al 
aguinaldo o a las jubilaciones que pueda obtener el mismo sujeto pasivo del tributo. Es verdad, entonces, que hay hechos 
generadores diferentes, pero los hay por naturalezas jurídicas distintas. Me parece que este punto es importante. El plural "hechos 
generadores" que aparece en el artículo 5% de la Ley N“. 17.502 no significa que la ley esté partiendo de la base de que es posible 
separar los montos y no acumular todo cuando se trata de un vínculo de la misma naturaleza jurídica; en todo caso, el señor 
Senador Gallinal, como abogado, comprenderá que considerarlo de ese modo sería un argumento demasiado endeble. Cuando en 
el artículo 7% de la mencionada ley se ordena en forma expresa acumular, se lo hace en virtud de que hay una naturaleza jurídica 
diferente, ya que en un lado se trata de un trabajador subordinado, mientras que en el otro se trata de un arrendamiento de 
servicio. Por consiguiente, con justicia se dice: "Acumúlense ambas partidas", etcétera. 


Debo decir que me parece muy relevante la cita que el señor Ministro de Economía y Finanzas hizo respecto del propio dictamen 
del área jurídica del Banco de Previsión Social, pues allí prácticamente se da la razón al Poder Ejecutivo en la interpretación que 
estamos siguiendo. Voy a leer textualmente la conclusión -se trata del numeral 2, del dictamen 374, de 15 de agosto de este año- 
porque creo que es tremendamente importante. 


En su inciso segundo, la Asesoría Legal del Banco de Previsión Social establece que esta acumulación tiene su razón de ser, en 
virtud de que existen contratos de organismos del Estado con sus funcionarios, que significan un apéndice o continuación de su 
actividad virtual como funcionarios públicos por lo cual, si las retribuciones presupuestales y las contractuales no se acumularan, se 


estaría produciendo un beneficio indebido para el sujeto pasivo del impuesto y se violaría el principio de igualdad ante las cargas 
públicas. Es justamente lo que estamos tratando de impedir ahora, ya que por este decreto estamos intentando lograr la igualdad 
ante las cargas públicas. En ese sentido, no acepto el argumento en contra de la falta de legalidad de este decreto por dos motivos, 
y el primero de ellos es por el propio artículo 6* del Código Tributario, que establece el principio de la primacía de la realidad o de la 
verdad material, principio muy caro al Derecho del Trabajo, pero también al Derecho de la Seguridad Social y al Tributario. 
Entonces, en ese artículo se establece esto mismo que he mencionado con una frase un poco vulgar, en el sentido de que lo 
salarial debe ir junto, y si se paga en forma trimestral, hay que darle una mano al individuo para que no le afecte tanto, 
estableciendo que la franja correspondiente para el pago de esa suma trimestral sea de acuerdo a la mensualización de dicha 
franja. De esa manera, no lo castigamos más que a otros, como por ejemplo los trabajadores del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, que lo reciben mensualmente. El total de los trabajadores del referido Ministerio reciben solamente el 10% y, en cambio, el 
Banco de Previsión Social recibe el 90% de esa partida, ya que está en el presupuesto de dicha institución. 


Nuestra intención no es más que subrayar que el problema teórico comienza en noviembre del año pasado y, sobre todo, como 
bien dice el señor Senador Gallinal, en el marco de la aplicación de un impuesto progresivo que no nos resulta simpático ni 
conveniente. Por lo tanto, en esto no le cedo la derecha a nadie porque no me parece que sea un buen impuesto y creo que con 
respecto al Impuesto a las Retribuciones Personales, el Poder Ejecutivo está comprometido a tratar de buscar una solución. 
También debo decir que en el Parlamento existe un proyecto de reforma tributaria por el cual se extiende el propio Impuesto a las 
Retribuciones Personales a situaciones de actividad retribuida que no están en relación de dependencia. Creo que sería bueno que 
esto se tratara y se estudiara como una forma de poder disminuir estas alícuotas tan importantes que, por ejemplo, en nuestro caso 
no se están aplicando y que alcanzan el 20%. 


SEÑOR GALLINAL.- Con respecto al famoso artículo 7", el Banco de Previsión Social tiene todo el derecho de interpretar según su 
juicio los fundamentos en función de los cuales se aprueba una ley, que lo tiene todo el mundo y para eso están los tribunales, es 
decir, para que cuando se producen discrepancias alguien tenga la potestad de fallar y determinar cuál es el camino correcto. Esta 
es otra de las cosas que queremos evitar ya que se ha acumulado un conjunto importante de demandas, como consecuencia de 
estas decisiones, cosa que, en definitiva, le termina haciendo mal al propio Estado. Quizás ello no afecte al Gobierno actual porque 
son demandas recientes y seguramente llevarán algunos años, pero sí afectarán a quien asuma el próximo Gobierno. 


En definitiva, quisiera que quede claro, como opinión personal que estoy seguro es compartida por muchos de quienes llevamos 
adelante el artículo 7%, que al Parlamento le rechinan bastante los contratos de arrendamiento de obra y, por lo tanto, por medio de 
un artículo especial, los obligamos a terminar tributando, acumulándoselo a aquellos que además tenían otra condición jurídica 
vinculada también con el Estado. Este fue el fundamento inicial y por eso aparece la norma que el Ministro no puede negar que 
tiene carácter excepcional, ya que no lo establece para los demás casos y por eso termina hablando de hechos generadores 
diferentes. 


Entonces, frente a este tipo de situaciones, por retribuciones pagadas de una manera que generaban un efecto perverso, no 
querido por el Legislador, a partir del año pasado en el Banco de Previsión Social se dan estas dificultades que, a mi juicio, 
conspiran contra la seguridad jurídica. Es así que para este decreto reivindico el hecho de que establece pautas concretas y sobre 
todo impide -como está ocurriendo actualmente en cualquier estudio de contador que se precie- la imaginación calenturienta acerca 
de formas distintas de fragmentación de partidas salariales para eludir la tributación. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Si entendí bien, el señor Senador nos plantea que entiende que nosotros 
tenemos dos tipos de partidas y que esto se suma. Confieso que creo que, en realidad, no se suman. Tenemos una serie de 
argumentaciones que creemos jurídicas y que van a la base de esto en cuanto a que se deberían sumar. 


Por otra parte, comparto con el señor Senador que se ha iniciado un camino acordado de reducción del Impuesto a las 
Retribuciones Personales y que se puede ver esto como un intento de recaudar más, aunque no lo es. Considero que nuestros 
argumentos son bastante claros y sólidos en cuanto a por qué no lo es. Al igual que el señor Senador, pienso que no podemos 
perder la base tributaria, ya que de hacerlo, tendremos un problema mucho mayor. Entonces, debemos buscar alguna solución que 
implique sumar todas las partidas salvo las extraordinarias, aparte del aguinaldo. En tal sentido, también se debe definir qué son 
partidas extraordinarias, como solución de compromiso para no perder la base tributaria -ante lo que todos están de acuerdo- 
aunque entendemos que el impuesto no es de los mejores, para poder salir de esta situación en la que las dudas de legalidad 
pueden llevar a juicios. En ese aspecto, el Poder Ejecutivo se aviene a considerar esta salida, por lo que no debe quedar ninguna 
duda en cuanto a que no se trata de un aumento de impuestos sino, desde nuestro punto de vista, de un criterio de aplicación de 
justicia, más allá de que reconocemos que genera dudas de legalidad. 


En cuanto al tema de la distribución extraordinaria, cabe señalar que hoy una empresa puede pagar una partida anual -creo que 
cada dos años- sin hacer los aportes a la seguridad social; eso está permitido por la normativa. En tal sentido, habría que definir 
cuántas veces por año se pueden pagar estas partidas, aunque adelanto que deben ser muy pocas porque, de lo contrario, el 
efecto división anula lo que queremos corregir. En consecuencia, tendríamos que hacer algunos cálculos. Se me ocurre que no 
pueden ser más que dos, habilitando a que se paguen a cuenta y se liquiden, y después se liquiden en dos veces. 


Hoy está claro que la productividad de las empresas públicas se está liquidando mal, porque son partidas anuales y se liquidan 
cada cuatro meses. En realidad, se deberían liquidar una sola vez, con la tasa de esa oportunidad. 


Podríamos hablar de alguna limitación cuantitativa, que es la única forma de poder resolver, porque por conceptos siempre vamos 
a entrar en zonas grises y será mucho más complicado, ya que vamos a estar sujetos a este tipo de interpretaciones, por más 
acuerdos que tengamos. Este es un planteo que hago al señor Senador para ver si por ese camino podemos encontrar una salida. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Brause) 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que es el criterio y el camino correcto. Estimo que hay ciertos ingresos que son de carácter ordinario y 
otros que tienen carácter extraordinario. No tengo dudas -y creo que tampoco las ha habido a nivel de los organismos a los que les 
ha tocado interpretar la aplicación de las leyes- en cuanto a que los ingresos ordinarios son acumulables, con excepciones que 
surgen de la ley o de interpretaciones que datan de mucho tiempo. Entonces, se acumula todo pero, por ejemplo, no se acumula el 
aguinaldo, lo que me parece perfecto y entiendo que es un criterio que debe sostenerse. 


Respecto a los ingresos extraordinarios que no se acumulan a los ordinarios, no sucede, por ejemplo, que el Fondo de 
Participación se cobre en mayo y, en consecuencia, se sume al salario correspondiente a ese mes. No. Eso lo dejamos sin efecto y 
me parece que es muy bienvenida una interpretación de esas características. Creo que ese Fondo se grava en su totalidad en lo 
que refiere al cuatrimestre correspondiente. La misma interpretación hizo el Gobierno con el aguinaldo. Ya dijimos que el aguinaldo 
podría haberse gravado en su totalidad, por lo que sería una tasa mayor; sin embargo, como se paga en dos veces, se grava en 
cada oportunidad y ello baja la tasa. Además, eso termina beneficiando al propio trabajador y va en la línea de la ley que 
terminamos de aprobar, donde nos ponemos como objetivo la rebaja del Impuesto a las Retribuciones Personales. También es 
cierto que nosotros podremos reivindicar como Partido esa idea, pero quien nos envió la iniciativa y quien entró en ese territorio al 
que parecía difícil ingresar, fue el señor Ministro Alfie. Por tanto, estamos defendiendo esas mismas políticas y esos mismos 
acuerdos. Me parece lógico que se pretenda evitar, de alguna forma, que después se subdivida tantas veces que al final no se 
termina gravando nada. Asimismo, del otro lado se dirá que tampoco se sume tanto porque se acabará por gravar mucho más, ni 
que se diga que en el sueldo mensual se tiene un ingreso anual. 


Antes de llegar a la sesión se me hablaba sobre el Impuesto a la Renta, al que sí hay que consolidar. Sobre ello no tengo ninguna 
duda porque estaríamos ante la aplicación de un impuesto en su forma pura y con la búsqueda de objetivos muy claros. ¡Cómo no 
vamos a tener en cuenta en el Impuesto a la Renta todos los ingresos, el patrimonio y hacer un consolidado que nos permita saber 
de qué gravamen estamos hablando! Entiendo que este no es el caso porque, por ejemplo, un funcionario de Salud Pública puede 
ganar $ 3.000 por mes, pero tal vez tiene varios inmuebles u otros ingresos por diversos conceptos que, sin embargo, no se están 
teniendo en cuenta. 


Insisto en que me parece que está bien, que es el camino correcto y que dependerá de las definiciones que se establezcan en el 
decreto hasta qué punto hay un límite en esa subdivisión, para que tampoco se pasen de la raya y al final suceda que la tasa 
termina siendo cero, donde no se grava nada. Es obvio que quien tiene un ingreso adicional o extraordinario, lo que se está dando 
en UTE, ANTEL, en el Banco de Previsión Social y en Administración Nacional de Puertos -tal vez haya algún otro lugar más que 
estoy olvidando, pero seguramente en la Administración Central no existe- tiene una diferencia de ingresos con relación a los 
demás funcionarios. Me parece que todos querríamos que algún día existiera un equilibrio y se pudiera hacer realidad el principio 
de que a igual función, igual remuneración. Es cierto que estamos muy lejos de ello, pero encima de que estamos lejos, ¿al que 
tiene un ingreso extraordinario no se lo vamos a gravar? Me parece que sí, y ahí comparto lo que se ha dicho. Habrá que ver en 
qué forma, de manera tal que se contemple tal realidad, porque creo que es el camino correcto. 


SEÑORA ARISMENDI.- Si no entendí mal este intercambio amistoso que han hecho los dos Ministros con el señor Senador 
Gallinal, llegaríamos a la conclusión de que el Poder Ejecutivo nos estaría mandando una iniciativa que podríamos discutir en esta 
Comisión o en la que corresponda, para resolver el problema del debate acerca de la legalidad que tiene el decreto -que 
indudablemente va a llevar, tal como decía el señor Senador Gallinal y aprobaba el señor Ministro de Economía y Finanzas, a un 
importante número de recursos y de juicios- y tener en cuenta la postura radical -tal como decía el señor Senador Gallinal- que han 
tenido algunos Directores del Banco de Previsión Social, en particular el Director que representa a los trabajadores, en el sentido 
de que no se aplique -es decir, que el Directorio resuelva no aplicarlo- por una serie de consideraciones jurídicas y por los propios 
dictámenes que la Asesoría Jurídica ha hecho, que le ha aconsejado al Directorio actuar en ese sentido, cosa que nosotros 
compartimos. 


Quiero aclarar que de la misma manera que el señor Senador Gallinal señalaba que compartía la postura que han tenido los 
Directores del Partido Nacional dentro del Banco de Previsión Social, quien habla comparte totalmente la propuesta que hasta el 
momento ha hecho el representante de los trabajadores, el Director Ferrari, en el sentido de que no se aplique, basado además en 
documentos de la propia Asesoría Jurídica. 


El señor Ministro de Economía y Finanzas señala -y de alguna forma lo ratifica el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social- que 
la intención no es recaudar más, sino ordenar. El resultado, de todas maneras, mal que le pese al señor Ministro, es que va a 
recaudar más, cosa que sé que le duele. 


Además, comentábamos en voz baja que si bien es cierto que "todo bicho que camina va a parar al asador", también lo es que el 
Impuesto a las Retribuciones Personales es para algunos y no para todo el mundo: es para aquellos que tienen una relación de 
dependencia, ya sea porque son trabajadores o porque son jubilados. Son los que están atrapados y, por lo tanto, lo que se 
resuelva descontarles es lo que se les va a descontar. La consecuencia de esto -yo no soy economista y, por lo tanto, mi 
compañero, el señor Senador Núñez, me corregirá si me equivoco- es que tenemos una potencialidad de aportadores al fisco, de 
trabajadores, sobre todo la gente más joven, que están trabajando en negro por varias razones. La primera de ellas es que a la 
empresa o a quien los contrata le sirve; la segunda, que los jóvenes a esa edad prefieren ganar un peso más y no pensar en el 
futuro, en su jubilación, y la tercera, que es la manera de tener a una persona y poder echarla en el momento que resulte más 
conveniente. 


Me parece -y reitero que no soy economista- que en la medida en que tengamos más regularizada la situación de los trabajadores, 
con relaciones de dependencia medibles, controlables, la cantidad de personas que aporten va a suplir la manera -iba a decir la 
"voracidad", pero no es la palabra correcta- cómo se recauda de aquel que tiene una relación laboral en orden y estable. Es decir 
que por cantidad de aportantes daría la impresión de que podríamos ir haciendo desaparecer un impuesto que nosotros no 
compartimos. Tenemos la convicción de que por un lado se rebajó y que el objetivo que se tiene es el de una mayor recaudación. 
Además, parecería que ese objetivo ni siquiera tiene una base legal para hacerse por decreto. Entonces, si no entendí mal el 
intercambio que se hace con el Senador Gallinal, estaríamos de acuerdo con eso. Además, como ha sucedido, cuando hay 
acuerdos el Parlamento es muy veloz. El Parlamento es muy veloz cuando quiere y muy lento también cuando quiere; es decir que 
la rapidez no depende de los mecanismos parlamentarios, sino de la voluntad política de quienes actuamos dentro de esta Casa. 
Por lo tanto, si se trata de ordenar con determinados criterios y de hacer las cosas de manera que no sean vulnerables, lo que tiene 
que suceder es que los decretos desaparezcan porque actualmente el Directorio del Banco de Previsión Social se encuentra ante 
una disyuntiva respecto a si aplica el decreto o no, y si lo aplica, cómo lo aplica y cuál es la interpretación. Por eso, respaldo a los 
representantes sociales que dicen que no se aplique y tienen fundamentos legales para ello. 


Además, permítame decirle algo al Ministro de Trabajo y Seguridad Social. Él sabe que hay cosas que no las aplican a pesar de 
que se tiene la obligación de hacerlo. Entonces, en este caso que tendrían el derecho de no aplicarlo, sería interesante que 
utilizaran ese derecho. 


Por lo tanto, si la perspectiva pasa por una propuesta -nos queda claro que se debe contar con la iniciativa del Poder Ejecutivo- 
puede contarse con nuestro trabajo, dedicación y disposición para trabajar lo más velozmente posible. Tenemos la experiencia de 
que en esta Casa en dos días se pueden aprobar temas muy serios cuando hay voluntad política para que así suceda. Pregunto si 
se trata de eso. El señor Ministro de Economía y Finanzas manifestó que existirían determinadas posibilidades de ir acercando 
posiciones con alguno de los planteos que ha hecho el Senador Gallinal. Entonces, estaríamos en condiciones de pensar, en 
primer lugar, como punto indispensable porque es un generador de conflictos, que el Banco de Previsión Social debería tener la 
tranquilidad de que no tiene que aplicar este decreto. En segundo lugar, se debería transitar por el camino de la ley que, 
naturalmente, dará seguridades a todo el mundo. Así sería mucho más claro desde el punto de vista jurídico y del contenido. 


No sé si mi compañero, que sabe más que yo de todas estas cosas, quiere desarrollar más el tema. 
SEÑOR NÚÑEZ.- Quisiera realizar unas breves puntualizaciones. 


Existe una diferencia de interpretación sobre cuál es el hecho generador en el tema del Impuesto a las Retribuciones Personales. 
La diferencia existe sobre el hecho generador para otro tipo de retribuciones o los aportes patronales y personales de la Seguridad 
Social que, desde mi punto de vista, son distintos. No estamos aquí cuestionando la justicia -que era por donde, básicamente, iba 
la argumentación del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social- sino la legalidad en cuanto a la letra y al espíritu que la ley en 
cada uno de los casos define como hecho generador. 


Me parece que la solución por la cual estaríamos bregando es la de separar las retribuciones ordinarias de las extraordinarias, 
definir cuándo es una y cuándo otra, acumular todas las retribuciones ordinarias para aplicarles la tasa del Impuesto a las 
Retribuciones Personales y acumular también todas las retribuciones extraordinarias para calcular la tasa del Impuesto a las 
Retribuciones Personales, pero no acumularlas entre sí. Esa podría ser una solución sobre la que estaríamos dispuestos a trabajar. 
En ese sentido, es que de alguna forma queremos darle a la interpretación o a la solución el carácter legislativo, de carácter 
conjunto en el Parlamento. Por más que el Poder Ejecutivo haya entendido que su opción era correcta, la interpretación genuina de 
las leyes la tiene básicamente el Parlamento y, por lo tanto, creo que debemos trabajar en ese sentido. 


Ahora bien; lo que no nos parece adecuado es que se siga adelante, por vía de decreto, con una interpretación que consideramos 
equivocada. En ese caso hubiera correspondido que el Poder Ejecutivo, de alguna forma, propusiera un cambio en la definición de 
la base imponible o en el hecho generador del Impuesto a las Retribuciones Personales o que, de cierta manera, se hubiera dado 
un análisis en conjunto sobre la interpretación de dicha norma. 


Repito, para finalizar, que estamos dispuestos a analizar en esta Comisión una interpretación de cómo se debe calcular este 
impuesto, en base a considerar las retribuciones ordinarias y extraordinarias por separado, acumulando entre sí cada una de ellas 
pero no sumando ambos tipos de remuneración. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que aquí lo más importante es llegar a los objetivos con resultados inmediatos que nos saquen de 
un problema que está pendiente de resolución. En lo personal he elogiado la actitud de los Directores nacionalistas del Banco de 
Previsión Social, pero también me doy cuenta de que va a llegar un momento en que deberán poner el tema sobre la mesa y votar. 
Sin duda se trata de una situación complicada para ellos, porque cualquiera tiene el derecho de decir: "Para mí, que soy Director de 
un Ente Autónomo, cuando llega un decreto del Poder Ejecutivo no tengo más remedio que aplicarlo"; y, al mismo tiempo, 
plantearse que considera que es ilegal y que comparte el informe de Jurídica. De esa forma, evidentemente, al Director lo 
colocamos en una situación muy delicada. 


De todos modos, a quien ponemos en una situación muy complicada es al propio trabajador, porque no tiene la certeza de lo que 
va a cobrar o porque puede recibir la impresión -que es lamentablemente lo que se ha generado, más allá de las intenciones del 
equipo económico- de que le quieren sacar más. Por su parte, frente a esta situación, el empleador no sabe cómo tiene que 
liquidar. 


Entonces, me parece que el camino más fácil es el de que queden sin efecto los decretos, en tanto estamos de acuerdo en los 
conceptos fundamentales. Por otro lado, creo que tanto la señora Senadora Arismendi como el señor Senador Núñez se han 
expresado en una forma similar a la que lo hemos hecho nosotros. No existe acumulación de ingresos ordinarios con respecto a 
ingresos extraordinarios a la hora de fijar la alícuota correspondiente y sí se puede acumular dentro de los diferentes órdenes. 
Asimismo, no se admite que la subdivisión de las partidas extraordinarias alcance un grado tal que se realicen con el propósito de 
bajar la tasa que correspondería aplicar. En este sentido, hay un ejemplo muy bueno que es el del aguinaldo que, en definitiva, se 
termina llevando a cabo dos veces. 


Por otra parte, hay ciertos temas que debe manejar el Poder Ejecutivo, porque el que define la forma en que paga los Fondos de 
Participación o la productividad es el propio Gobierno. Si mañana nos encontramos con que un Ente Autónomo decidió pagar una 
productividad en forma quincenal, me imagino que el Gobierno le dirá que eso no es posible y que se deben hacer las cosas por el 
camino correcto, respetando la ley. Estará bien o mal que se pague la productividad correspondiente, pero debe hacerse en base a 
determinados criterios. 


Me parece que si los señores Ministros están dispuestos a recorrer un camino de esas características, podemos llegar hoy a los 
objetivos que nos hemos propuesto. Claro que después el Poder Ejecutivo puede enviar una iniciativa referida a las leyes del 
Impuesto a las Retribuciones Personales, tanto a su interpretación como a alguna modificación eventual, porque siempre tiene la 
potestad de hacerlo, y nosotros, a su vez, tenemos la posibilidad de estudiarlo, analizarlo y luego ver a qué conclusión llegamos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Ante todo, quiero decir que acompaño estas iniciativas que están 
encima de la mesa y que refieren a la reformulación de este tema, a los efectos de establecer una situación más justa. 


A su vez, quisiera decir algo con respecto a las expresiones vertidas por el señor Senador Núñez sobre la legalidad del decreto. Me 
parece que es importante tener en cuenta el artículo 148 de la Ley N* 17.163, donde, bajo el "nomen juris" de "Hecho generador" - 
"nomen juris" es lo que se pone entre paréntesis, después número del artículo- se dice que las contribuciones especiales 
destinadas al Banco de Previsión Social se generarán por el desarrollo de actividad personal remunerada de cualquier naturaleza, 
etcétera. Y el decreto reglamentario del Decreto-Ley N* 15.294, es decir, el N* 226 del año 1982, está inserto en el Texto Ordenado 


Tributario de la Seguridad Social, en el artículo 341.2, bajo el "nomen juris" de "Hecho generador". En este artículo se dice que el 
impuesto creado por el artículo 25 del Decreto-Ley N* 15.294 gravará todas las retribuciones y todo tipo de prestaciones nominales, 
en efectivo o en especie, derivadas de servicios personales. Quiere decir que aquí se habla de retribuciones derivadas de servicios 
personales, mientras que en el artículo 148 de la Ley N* 17.163, se habla de actividad personal remunerada. A mi juicio, en este 
caso, el orden de los factores no altera el producto. 


Por último, quería mencionar algo más, para defender la legalidad de las soluciones propuestas por el Poder Ejecutivo, pues en 
verdad me importa mucho no quedar como un Ministro acomodaticio en materia de ajuste a la norma legal. Sería una incoherencia 
muy grande de mi parte que, siendo profesor de Derecho, estuviera defendiendo soluciones ilegales. 


El artículo 28 del Decreto-Ley N* 15.294, creador del Impuesto a las Retribuciones Personales tantas veces mentado, establece 
que el sistema de percepción, recaudación y contralor del impuesto creado en el artículo 35 de la ley, será reglamentado por el 
Poder Ejecutivo, el que podrá, en los casos en que lo estime conveniente, establecer sueldos o retribuciones fictas como base del 
cálculo del impuesto. A mi juicio, esta es una disposición que habilita al Poder Ejecutivo a establecer, por la vía del decreto, sueldos 
o retribuciones fictas como base del cálculo del tributo. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Ante todo, me gustaría recalcar a la señora Senadora Arismendi que el decreto 
no pretende recaudar más, sino evitar que se recaude muchísimo menos, porque a raíz de la interpretación laxa de la resolución de 
la Sala de Abogados, lo cierto es que podemos dividir cada partida y recaudar muchísimo menos. 


SEÑOR NÚÑEZ.- ¿Cómo se cobraba antes de noviembre? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Siempre se cobró sumando todo, pero en noviembre se realiza una 
interpretación que diverge de la interpretación normal sostenida por el Banco de Previsión Social desde al año 1982 hasta 2002. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Por nuestra parte, no hemos sido prolijos en la enumeración de las 
resoluciones del Directorio del Banco de Previsión Social. Concretamente, se han mencionado la del director de la Sociedad 
Anónima que también era empleado, y asimismo se hizo referencia al aguinaldo y al jornal de licencia, pero existe una 
jurisprudencia administrativa abundante, que no he establecido en su totalidad en la tarde de hoy. El tema se menciona en 
noviembre del año pasado con la interpretación de la Ley N* 17.502. Es esta ley la que pretende recaudar más, y no los decretos 
del Poder Ejecutivo de este año. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Respecto a la solución, concuerdo con el señor Senador Gallinal en cuanto a 
que debemos dictar un decreto sustitutivo y, en tal sentido, trataré de recoger lo que dice el informe de la Sala de Abogados del 
Banco de Previsión Social, en cuanto a que hay que sumar todo salvo algunas partidas extraordinarias, con lo que no tendríamos 
tantas dudas sobre la legalidad. Considero que es casi imposible definir las partidas extraordinarias, pero sí podemos limitarlas en 
su cantidad de veces al año, como se hace, por ejemplo, con el aguinaldo. Si hay o no adelantos de las partidas, los organismos 
harán lo que corresponda. De esa forma podemos zanjar este tema, de una manera rápida y práctica. 


Por lo tanto, me comprometo a enviar al señor Presidente de la Comisión el decreto sustitutivo a más tardar mañana a última hora 
a fin de ver si podemos caminar razonablemente en esa línea. Entonces, la liquidación de octubre quedaría incluida. 


En lo que tiene que ver con la retroactividad, pienso que debemos establecer una fecha porque, de lo contrario, puede ser "ad 
infinitum". Si lo queremos hacer de aquí para adelante, es posible, pero en el resto quedará una zona gris. 


SEÑORA ARISMENDI.- Si no entiendo mal, cuando se habla de noviembre de 2002 se hace referencia a la Resolución N* 39/36, 
que refiere a la aplicabilidad de las tasas del Impuesto a las Retribuciones Personales y a las primas por antiguedad. 


Por otra parte, dejo constancia que no compartimos que esto se haga por decreto, aunque no vamos a discutir ese punto en este 
momento. No obstante, nos interesa mucho el texto que se remitirá a la Comisión, sobre el cual vamos a dar nuestra opinión, como 
lo hacemos siempre, independientemente de que compartamos o no que se haga a través de un decreto. Como dije, desde nuestro 
punto de vista, corresponde que sea por ley. 


Por último, entiendo que hasta que no se dicte el nuevo decreto, el anterior no se aplica. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS..- El decreto está en aplicación, pero antes que se haga efectivo, se dictará uno 
nuevo. 


SEÑOR GALLINAL.- Es bienvenida la solución que nos han propuesto los Ministros. El señor Ministro de Economía y Finanzas nos 
acaba de decir que va a dictar un nuevo decreto que dejará sin efecto los anteriores y que se va a guiar por las coordenadas que 
hoy se han acordado, que hacen a la no acumulación, que era el cuestionamiento básico que habíamos realizado. Si el Poder 
Ejecutivo entiende necesario enviar una iniciativa sobre esta temática, nosotros estamos dispuestos a discutirla. Más allá de eso, 
creo que esto resuelve hoy el problema, que es cuando debíamos hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto la tesis de la legalidad y que el decreto actúa dentro de la reserva propia del Poder Ejecutivo 
para reglamentar las leyes. La ley ya existe y, en consecuencia, no es necesario aprobar otra. De manera que comparto 
plenamente lo manifestado sobre la legalidad de la situación, aspecto que fue muy bien fundamentado por el Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, señor Pérez del Castillo. 


También es cierto que, de acuerdo con lo que se ha manifestado aquí, se ha llegado a un camino de solución en forma rápida, a 
través del nuevo decreto que entendemos es la solución adecuada. 


No habiendo más oradores inscriptos para hacer uso de la palabra, agradecemos la presencia de los señores Ministros de 
Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social, así como de sus asesores. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 16 minutos.) 


Linea del die de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


